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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE LA LEY FEDERAL DE 

PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA Y DE LA LEY DE LA 

INDUSTRIA ELÉCTRICA PARA CREAR EL FONDO DE CONTINGENCIA 

INFLACIONARIA, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS FEDERALES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PAN. 

 

Los suscritos Diputados Federales, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional en la LXV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y en ejercicio de la facultad que confiere 

el artículo 6, numeral 1, fracción I, y el artículo 77, numeral 1, y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, pongo a la consideración de esta Cámara de Diputados 

la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la 

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley de la 

Industria Eléctrica para crear el Fondo de Contingencia Inflacionaria. 

Por lo anterior y a efecto de reunir los elementos exigidos por el numeral 1 del 

artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados de este honorable Congreso 

de la Unión, la iniciativa se presenta en los términos expuestos en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

I. Antecedentes  

El presente proyecto de iniciativa es una respuesta de nuestro Grupo Parlamentario 

con el fin de revertir los resultados negativos que con sus decisiones ha generado 

en la economía el actual gobierno; un gobierno que no ha dado los resultados que 

millones de mexicanos esperaban y que camina en franca dirección como una de 

las peores administraciones en la época moderna del país. 

El proyecto es el medio por el cual Acción Nacional busca apoyar a las y los 

mexicanos afectados en sus economías por la irresponsabilidad e indiferencia del 

gobierno y por la falta de resultados en la mayoría de los programas de política 

pública que instrumentan hasta el momento.  

Para el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, este proyecto de reforma 

representa una de las prioridades en la propuesta de Agenda Legislativa para el 

periodo de sesiones actual y tiene por objeto crear el Fondo de Contingencia 

Inflacionaria para proteger los ingresos reales de los trabajadores formales ante 



periodos prolongados de inflación, así como generar los mecanismos legales que 

garanticen en el corto y mediano plazo su bienestar.   

Expresado lo anterior, es importante precisar que el concepto de inflación se 

entiende como el aumento de la cantidad de dinero circulante respecto a la 

demanda de dinero. Suele tener efectos transitorios o también llamados de corto 

plazo (como la escasez generada por una sequía o una plaga en el proceso de 

cultivo de bienes agropecuarios) o aumentos de una sola vez de ciertos precios 

claves. 

La inflación debe tener como principal característica que sea sostenida, 

generalizada y con una temporalidad de al menos 2 trimestres, según el Banco 

Central de México. El aumento de un solo bien o servicio no se considera como 

inflación. Si todos los precios de la economía aumentan tan solo una vez tampoco 

se le considera como tal.  

Contrario a lo que dice el discurso oficial del gobierno todos los días desde el 

templete mañanero, la inflación ni importa, ni cede a pesar de los irrelevantes 

esfuerzos que realiza. 

De acuerdo con el Instituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI), durante la 

primera quincena de enero de 2023 la inflación general (IG) registró un crecimiento 

de 0.46% que a tasa anual alcanzó un valor de 7.94%, este último, superior a la 

tasa anual observada durante la última quincena de referencia con valor de 7.82%1 

(ritmo que representa más de dos y media veces el objetivo permanente del Banco 

Central de México del 3%) que equivale a un crecimiento de 0.8% con respecto a 

la inflación de la misma quincena del año 2022. 

Los diputados de Acción Nacional estamos convencidos de que la reciente 

implementación de políticas públicas y programas para contener su tendencia 

alcista, no deben relajarse, sobre todo cuando está de por medio el bienestar de 

las y los mexicanos y tomando en cuenta que la inflación subyacente (IS) -aquella 

que guarda los bienes y servicios con precios de poca volatilidad y que determina 

la inflación de mediano y largo plazo- mostró un aumento mensual de 0.44% y un 

crecimiento anual de 8.45%. Vale la pena precisar que la IS no ha cedido a su 

tendencia alcista en más de 26 meses. 

A diferencia de la IG, la IS tiene una medición más corta, lo que permite tener una 

referencia mensual más precisa. Por otra parte, este tipo de inflación toma en 

cuenta los alimentos procesados, los servicios esenciales y la manufactura dentro 

del país. De igual forma, la IG suele estar asociada a cambios repentinos en los 

precios de productos y servicios como el petróleo y energía industrial, mientras que 

 
1 INEGI. (2023, 9 enero). ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR DICIEMBRE DE 2022. Recuperado 
9 de enero de 2023, 
de https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2023/inpc_2q/inpc_2q2023_01.pdf 



el componente subyacente es más estable al excluir activos afectados por 

problemas transitorios, monetarios, bélicos y políticos. 

La gráfica 1 muestra la evolución de la IS respecto a la IG. Si bien la IG de 2020 a 

mediados de 2021 mostró un valor inferior al de la IS, esto se explicó por la inusual 

caída de los precios internacionales del petróleo que llegó a tocar un precio 

negativo; sin embargo, y ante una posterior recuperación y aceleración de los 

precios de los combustibles, el gobierno federal activó en 2022 un esquema de 

estímulos/subsidios para tratar de contener el precio de la gasolina en México, 

además de un control de precios sobre el gas LP y la energía eléctrica, lo que ha 

mantenido sin aumentos significativos  sus precios, más que por un buen 

comportamiento de la economía.  

 

Gráfica 1 

Comportamiento de la Inflación Subyacente y la Inflación General 

2008-2022 

 

Fuente: INEGI 2022. Índice de Precios al Consumidor 

Ahora bien, el año 2023 sin duda todavía es un reto para la economía mexicana y 

aún no podemos pensar en una estabilidad de la inflación que pueda inspirar 

confianza a los mexicanos. Se debe seguir trabajando para crear las condiciones 

que existían antes de la pandemia, como mínimo. 

Ante dicho panorama inflacionario, el Banco Central de México ha emprendido una 

política monetaria restrictiva desde la segunda mitad del año 2021, alcanzando una 

tasa objetivo del 10.50% y con la expectativa de que en las próximas semanas 

llegue a 10.75%. A su vez, el diferencial de tasas de México y Estados Unidos, que 

hasta finales de 2022 rondaba en 6.32%, ha permitido retener capitales en nuestro 



país lo que eventualmente nos protege por una inflación derivada por los efectos 

del tipo de cambio.  

Por otra parte, el Gobierno Federal emprendió una estrategia antiinflacionaria con 

el denominado Paquete Contra la Inflación y Carestía (PACIC) que tiene como 

objetivo tratar de contener los precios de 24 productos considerados como básicos, 

como cebolla, pan de caja, atún, tortilla de maíz, huevo, leche, entre otros productos 

que son altamente consumidos por los mexicanos para satisfacer sus necesidades 

básicas.  

No obstante, la inflación de las mercancías alimentarias continuó presionando al 

alza lo que demuestra que los resultados del PACIC están muy lejos del objetivo 

para el que se construyó pues a pesar de que el discurso oficial señala que desde 

su llegada la economía mexicana se encuentra mejor que hasta antes de su llegada 

al gobierno, aquellos productos que tienen alto índice de consumo más allá de 

observar una reducción en sus precios, estos han crecido en una proporción mayor 

y sin precedentes que la IG (Ver cuadro 1). 

Cuadro 1 

Productos de la Canasta Básica con mayor variación de precios 

2018 vs 2022 

(precios en pesos y variaciones %) 

 

Fuente: Elaborado con datos del Sistema Nacional de Información e Integración de 

Mercado. 

Ante el fracaso del PACIC, la persistencia de las presiones inflacionarias llevó al 

gobierno a reforzar sus acciones para contener los precios y en octubre de 2022 

presentó el Acuerdo de Apertura Contra la Inflación y la Carestía (APECIC), firmado 

entre el gobierno y la iniciativa privada. 



El objetivo de este nuevo paquete de medidas es disminuir 8% el precio de la 

canasta básica de 24 productos, con lo cual pasaría de $1,129 a $1,039 pesos en 

promedio.  

Entre las medidas anunciadas, está la “Licencia única universal”, para las empresas 

firmantes, con la cual se suspendió toda regulación que impida o encarezca la 

importación y movilidad de alimentos dentro del país, como aranceles, barreras al 

comercio exterior no arancelarias, y otros requisitos existentes para el ingreso.  

Entre dichos trámites se encuentran aquellos del Servicio Nacional de Sanidad, 

Inocuidad y Calidad (SENASICA) y de la Comisión Federal para la Protección 

Contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS), así como del Impuesto General de 

Importación. 

 

II. La inflación y el gasto por hogares 

México es un país con un número creciente de pobres. De acuerdo con las 

mediciones de pobreza del Consejo para la Evaluación de las Políticas Públicas 

(CONEVAL), en 2018 el número de personas en Situación de Pobreza era de 51.9 

millones de personas, mientras que en 2020 este valor fue de 55.7 millones, lo que 

en términos porcentuales significó un aumento de 41.9% a 43.9% del total de la 

población mexicana. Por otro lado, la población en Situación de Pobreza Extrema 

pasó de 8.7 millones de personas a 10.8 millones; es decir, 2.1 millones de 

personas adicionales engrosaron las filas de aquellos más pobres en el país. En 

términos del total de la población, su porcentaje creció de 7% a 8.5%.2  

En paralelo a este incremento en la pobreza, en 2023 nuestro país inició el año con 

una alta inflación: 7.94% en términos anuales. Esto afecta directamente a los 

hogares de menores ingresos ya que sus patrones de consumo y gasto del hogar 

aumentaron en proporción a sus niveles de ingreso. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) elaborada 
por Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), el ingreso corriente total 
promedio trimestral por hogar (medido en deciles de hogares) las personas con 
menores ingresos destinan la mayor parte de estos a la compra de alimentos, 
registrando así un aumento de más de 14% al cierre del año 2022.  
 
Los hogares del primer decil (cuyos ingresos promedio trimestral son de $9,938) 

experimentaron una inflación de 9.7%, casi igual a la TG y, en cambio, los hogares 

con ingresos mayores a los $54,000 experimentan una inflación menor. 

En México, según INEGI, el primer decil está ocupado por el 10 por ciento de todos 
los hogares que tienen los menores ingresos; en contraste, el décimo decil es 

 
2  CONEVAL (2022). Pobreza en México: Resultados de pobreza en México 2020 a nivel nacional y por 
entidades federativas. En Pobreza en México | CONEVAL. 



conformado por el 10 por ciento de los hogares con una mayor cantidad de 
ingresos. Es decir, en los primeros tres deciles estarían las personas con mayor 
vulnerabilidad económica o que pertenecen a la clase baja (Ver gráfica 2). 

Gráfica 2 
Ingresos promedios trimestral, 2022 

 

Notas y llamadas: Deciles conformados de acuerdo con el ordenamiento de los hogares según su ingreso corriente total 
trimestral. 
Fuente: INEGI, 2023. Distribución de Ingresos por deciles. ENOE, Tercer Trimestre 2022. 

La inflación ha afectado seriamente el poder adquisitivo, no solo por el aumento en 

el precio de los productos, sino también porque los salarios en nuestro país han 

crecido de manera marginal, creando un desequilibrio total en los presupuestos 

ajustados de los hogares mexicanos. Así lo denota el Gráfica 3, en el que se puede 

observar por cada uno de los quintiles cómo desde el año 2020 a 2022, los ingresos 

per cápita ha disminuido. 

Aparentemente, esto se debe a que la mayoría de los empresarios no consideran 

que la inflación sea un factor relevante para aumentar los salarios de los 

trabajadores, lo que tiene un impacto real en la vida de millones de mexicanos que 

ahora gastan menos con el mismo ingreso que reciben quincenalmente. 

Cuando esto sucede, ocurre una cadena de eventos que trae consigo varias 

consecuencias, como menores ahorros para los hogares mexicanos porque tienen 

que adaptarse más a lo que tienen que a lo que quieren, lo que resulta imposible 

adquirir más que los artículos de primera necesidad de la canasta básica. 

 

 



Gráfica 3 
Ingreso Laboral real per cápita 

Según quintil de ingreso 
Primer trimestre 2020-Tercer Trimestre 2022 

(pesos a precios de 2020) 

 

Fuente: Elaborado por CONEVAL con base en ENOE y la ENOE Nueva Edición. 

El mismo CONEVAL elabora un comparativo de los ingresos en los trabajadores 

formales e informales donde se observa el impacto que tiene la inflación en los 

ingresos reales. Comparado con el tercer trimestre de 2021, el ingreso laboral real 

de la población ocupada formal cayó (-) 1.6%, este mismo ingreso, pero en la 

población ocupada informal creció 0.9% en el mismo periodo (Ver Gráfico 4). Esta 

es la razón por la que los trabajadores mexicanos de menores ingresos han dejado 

de vivir y comienzan a sobrevivir. 

La alta inflación en los precios de las materias primas y los alimentos en general, 

significa que el proceso inflacionario actual afecta más el poder adquisitivo de 

quienes poseen menos (es decir, tiene un efecto regresivo) tanto en el sector formal 

como informal.  

Esto se debe a que el 10% de los hogares con menos recursos del país destina la 

mayor parte de su gasto a la alimentación, especialmente en los rubros de mayor 

presión inflacionaria. En contraste, el 10% de los hogares gasta más en servicios 

como educación y reparación de automóviles, que tienen una tasa de inflación más 

baja. 

 

 



Gráfica 4 
Ingreso Laboral real promedio de la población ocupada 

Según situación de formalidad 
Tercer trimestre 2021-Tercer Trimestre 2022 

(pesos a precios de 2020) 

 

Fuente: Elaborado por CONEVAL con base en ENOE y la ENOE Nueva Edición. 

Los efectos por la pandemia de Covid-19 y la crisis de 2008, fueron suficientemente 
fuertes para que la canasta alimentaria tuviera su mayor incremento en 2022 como 
se observa en la gráfica 4.1, teniendo el registro más alto desde 1998. 
 

Gráfica 4.1 
Valor de la canasta alimentaria por sexenio 

enero de 2008 - dic 2022 
 

 
Fuente: Elaborado con estimaciones del CONEVAL con información del INPC del INEGI. 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 55 FRACCIÓN II, 91 y 116 FRACCIÓN I DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

La que suscribe, Diputada Andrea Chávez Treviño integrante del Grupo Parlamentario 

de Morena y en la LXV Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento 

en lo establecido en los artículos 71 fracción II de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y en los artículos 6 numeral 1 fracción I, 77 y 78 del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, somete a consideración del Pleno de esta Honorable Cámara 

de Diputados, la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforman y 

adicionan los artículos 55 fracción II, 91 y 116 fracción I de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

 

Desde 1917 a la fecha nuestra constitución ha evolucionado constantemente, de forma 

progresiva con una tendencia clara hacia reconocer derechos y facilitar que las personas 

puedan ejercerlos libremente adaptándose a las nuevas realidades de nuestro México y 

su gente. La reforma constitucional de junio de 20111 en la que se establece en el artículo 

1º el reconocimiento de los derechos humanos contemplados en su texto, así como el 

de todos aquellos derechos humanos contemplados en los tratados internacionales en 

los que México sea parte, representó un profundo cambio en nuestra historia 

constitucional; lo anterior, pues generó la obligación de las autoridades que integran cada 

uno de los poderes de la unión, de forma que cada una de sus actuaciones ya sea en la 

impartición de justicia, en la creación de leyes o en su aplicación, deberán realizarse son 

una perspectiva de derechos humanos; de entre estos, destaca por su impacto 

transversal en el acceso a diferentes derechos, el derecho a la igualdad y no 

discriminación.  

                                                 
1 Cfr. Publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF)el 10 de junio de 2011. 
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A partir de esta reforma constitucional el derecho a la igualdad contemplado en el quinto 

párrafo del mismo artículo 1º, debe ser considerado por el poder legislativo para eliminar 

restricciones injustificadas y discriminatorias basadas en estereotipos y prejuicios como 

la edad. Lo anterior, de forma que las y los ciudadanos mexicanos estén en posibilidades 

de acceder a espacios de toma de decisiones en puestos de elección popular, es decir, 

que se garantice el ejercicio igualitario de los derechos políticos de los mexicanos.  

 

Actualmente, el texto constitucional en su artículo 34 reconoce como ciudadanos de la 

república a hombres y mujeres que hayan cumplido 18 años de edad y que tengan un 

modo honesto de vivir. Por su parte, el artículo 35 enlista los derechos de los ciudadanos, 

en especial, en sus fracciones II, III y VI, contempla el derecho a ser votado en 

condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, así como ser 

nombrado para cualquier empleo o comisión en el servicio público, teniendo en ambos 

casos las calidades que establezca la ley.    

 

En ese orden de ideas, las calidades que establece la ley actualmente, entre otras, para 

el caso de los Diputados Federales son que la o el ciudadano mexicano cuente con 21 

años cumplidos al día de la elección, y que cuente con 30 años cumplidos para el caso 

de Secretarios de Despacho y Gobernadores; de forma que se excluye al porcentaje 

joven del pueblo de México en el rango de 18 a 21 años de edad en el primer caso, y de 

los 18 a 25 años de edad en el segundo; lo anterior, a pesar de ser mayores de edad 

para todos los efectos legales en el sistema jurídico mexicano. 

 

Discriminación por requisitos de edad en cargos de elección popular 

 

En este sentido, el Censo Nacional de Población y Vivienda 2020 indica que en México 

habitan 31 millones de personas de 15 a 29 años, representando el 25% del total de la 

población y que por grupos de edad, 10.8 millones pertenecen al rango de 15 a 19 años 

(equivalente al 35% del total); 10 millones (equivalentes al 33% del total ) pertenecen al 

grupo de 20 a 24 años y 9.9 millones (equivalentes al 32%) al grupo de entre 25 y 29 
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años2, de manera que, actualmente se imposibilita la participación de un porcentaje 

significativo del pueblo de México. Estos son jóvenes ciudadanos mexicanos, que 

encuentran en el requisito de edad un obstáculo para ejercer sus derechos 

constitucionales pues, sin algún elemento objetivo más allá de su edad, les estamos 

negando la posibilidad de ejercer estos puestos de elección popular y altos cargos en el 

servicio público, prerrogativa que les correspondería como ciudadanos.   

 

La realidad es que el requisito de edad vigente que prevé que únicamente a los 21 y 25 

años de edad, una persona mexicana podrá acceder a un cargo de Diputación Federal 

o como titular de una Secretaria de Estado o Gubernatura; contradice la esencia del 

artículo 1° constitucional que prohíbe toda discriminación por razones de edad que anule 

o menoscabe los derechos y libertades de las personas. 

 

A esta potencial contraposición en el texto constitucional, se suma la obligación que tiene 

México de garantizar el derecho a la igualdad y la no discriminación de conformidad con 

los artículos 3º y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y 23 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), que 

específicamente establece la obligación de garantizar a sus ciudadanos el acceso en 

condiciones de igualdad a las funciones públicas del país.  

 

Igualmente, derivado de otras fuentes de origen internacional la Convención 

Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes, en sus artículos 2º, 5º y 21 establecen 

el compromiso de respetar y garantizar a los jóvenes el pleno disfrute de sus derechos 

políticos, entre otros; contemplan el principio de no discriminación que deberá guiar el 

ejercicio de los derechos reconocidos a las y los jóvenes; y finalmente, enlista y desglosa 

el derecho de las y los jóvenes a la participación política con la concomitante obligación 

de promover medidas que fomenten e incentiven el ejercicio de los jóvenes de su 

derecho de inscribirse en agrupaciones políticas, elegir y ser elegidos. 

 

                                                 
2 Cfr. INEGI, Comunicado de Prensa Núm. 451/21, del 10 de agosto de 2021. 
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Ahora bien, desde el Poder Judicial de la Federación se han registrado diversos 

precedentes judiciales que abordan la discriminación laboral por edad: De los elementos 

que se desprenden podemos afirmar que en el presente caso nos encontramos frente a 

discriminación por edad hacia los jóvenes de 18 a 30 años, a saber: 

 

a) De la tesis de Tribunales Colegiados de Circuito en materia constitucional y laboral, 

10ª Época, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 35, 

octubre de 2016, Tomo IV, página 2874, se desprende lo siguiente: 

 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE EDAD EN EL ÁMBITO LABORAL. LAS JUNTAS 
DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE TIENEN LA OBLIGACIÓN CONSTITUCIONAL 
DE ATENDER EN EL JUICIO CUALQUIER INDICIO O MANIFESTACIÓN SOBRE SU 

EXISTENCIA. 
 
(…) 

 
Bajo ese contexto, la discriminación por razón de edad es, por definición, el trato 
diferencial hecho a una persona sin considerar de antemano sus capacidades y 

aptitudes, sino sólo por su edad. En materia laboral se producen casos de 
discriminación por dicho motivo, es decir, discriminación por edad a jóvenes y adultos,  
respectivamente. En este sentido, cuando no se tienen en cuenta las características 

profesionales de la trabajadora o trabajador, ni el rendimiento, la dedicación o la 
aptitud por ellos desarrollada, sino únicamente el factor cronológico aislado del 
tiempo vivido, supone un actuar arbitrario que actualiza la prohibición 

constitucional y legal de no discriminar. 
(…) 
 

b) Por su parte de la tesis de la 1ª Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

materia constitucional y laboral, 10ª Época, publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, página 223, se desprende 

lo siguiente:  

 
DISCRIMINACIÓN EN EL ÁMBITO LABORAL. PECULIARIDADES Y 

CARACTERÍSTICAS CUANDO SE PRODUCE POR RAZÓN DE EDAD. 
 
Al igual que el sexo, la raza, la religión o la discapacidad, la edad se ha considerado 

como un factor que puede contribuir a efectuar diferenciaciones arbitrarias en el actuar 
social.  
 

(…) 
Así, a consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  
la incorporación de la edad al elenco de categorías discriminatorias ofrece 

peculiaridades muy específicas. A diferencia de los restantes tipos discriminatorios ,  
la edad no permite juicios homogéneos sobre la categoría de sujetos afectados:  
juventud, madurez o vejez ofrecen entre las personas susceptibles de quedar 

subsumidas en alguno de dichos colectivos caracteres variables. La edad es un 
fenómeno altamente individualizado que depende de la singularidad y 
peculiaridad de cada sujeto por lo que, a priori, no existe una unidad de categoría 
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entre las personas que poseen una misma edad.  En las sociedades occidentales  
contemporáneas, se ha venido relacionando la edad con el desarrollo de determinadas 
habilidades físicas o mentales y se ha sustentado en el erróneo parecer de que aquéllas  

con la edad, y por ese único hecho, tienden a disminuir, siendo éste el princ ipal pivote 
sobre el que se sustenta el apartamiento de los trabajadores del mundo laboral y sin 
tomar en cuenta que, en primer término, no se trata de una realidad universal para 

todas las personas y, en segundo lugar, que ciertas capacidades en el trabaj o 
precisamente se consolidan con la edad. En otras ocasiones se considera que las  
funciones encomendadas a un trabajador no serán realizadas igual que si se tuviera 

otra edad (menor o mayor). Por otro lado, se instituye la idea de que la edad avanzada 
supone menor productividad laboral y las edades más jóvenes en el empleo se asocian 
más a la impericia. El diferente trato otorgado a los empleados más jóvenes se  

suele vincular con la eventualidad del trabajo que desarrollan, la alta 
temporalidad de sus contrataciones y la consustancial precariedad de sus 
condiciones laborales. En definitiva, la discriminación se suele apoyar en 

estereotipos o estigmas asociados a la edad, para los jóvenes: inexperiencia o la 
poca destreza o falta de pericia , para los mayores: la menor productividad, la falta de 
adaptación a los cambios, la dificultad de ajustarse a decisiones flexibles o la menor 

capacidad de reacción. 

 

Finalmente, el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, mecanismo del cual México 

es parte, en su 27º período de sesiones del 2014 emitió la resolución A/HRC/27/293 

justamente titulada “Factores que obstaculizan la participación política en condiciones de 

igualdad y medidas para superar esas trabas”, en la cual se aclararon varios aspectos 

respecto a la edad mínima para ejercer un puesto o cargo público: 

       (…) 

En lo que se refiere a la realización del derecho y la posibilidad de presentarse a 

cargos públicos en condiciones de igualdad, que garantiza que todas las 
personas con derecho de voto puedan elegir entre distintos candidatos, el 
Comité de Derechos Humanos ha señalado que "[t]oda restricción del derecho a 

presentarse a elecciones, como la fijación de una edad mínima, deberá basarse 
en criterios objetivos y razonables". Los Estados deben adoptar medidas positivas 
para velar por que las condiciones exigidas para presentarse a elecciones sean 

razonables y de carácter no discriminatorio. 
                                                                                                                                   (…) 
(…) 

El derecho a participar en los asuntos públicos y políticos es un derecho humano 
fundamental por sí mismo, así como un derecho que permite el pleno ejercicio de 
muchos otros derechos humanos. Desempeña una importante función en la 

identificación y reparación de la discriminación porque contribuye a que las 
opiniones y los intereses de todos los miembros de la sociedad se reflejen en la  
 

legislación, las políticas y otras formas de adopción de decisiones públicas. 
                                                                                                                                   (…) 
(…) 

Se debe aprobar, supervisar y aplicar una legislación integral que consolide el 
principio de igualdad sustantiva en el marco constitucional nacional. Debe 
derogarse toda legislación discriminatoria y debe prohibirse toda forma de 

discriminación, en particular la discriminación múltiple y concomitante en la vida 

                                                 
3 Cfr. https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G14/069/55/PDF/G1406955.pdf? 
OpenElement  
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pública y privada , y garantizarse el acceso efectivo a la justicia de todas las personas 
que hayan sufrido discriminación. 
                                                                                                                                      (…) 

 

Por otra parte, debemos destacar la reforma constitucional del 24 de diciembre de 2020 

en materia de juventud, en la que se modificaron los artículos 4º y 73 de la Carta Magna. 

A partir de dicha reforma se estableció como responsabilidad del Estado la promoción 

del desarrollo integral de las personas jóvenes propiciando su inclusión en el ámbito 

político, social, económico y cultural. Se reconoció igualmente que las y los jóvenes son 

el presente y el futuro del país y por eso merecen una legislación que los reconozca 

como sujetos de derechos, actores estratégicos del desarrollo y personas capaces de 

ejercer sus derechos y libertades con responsabilidad y con el corazón por delante.  

 

Sin embargo, a pesar de la coexistencia de la normatividad que hemos indicado 

previamente, no podemos sino resaltar que es indudable que existe esta limitante para 

el ejercicio de los derechos políticos —dado que no se puede acceder a un los puesto y 

cargos ya indicados a nivel federal en las condiciones actuales sino hasta cumplidos los 

21 años de edad en el caso de Diputados Federales y 25 en el caso de Secretarios de 

Estado y Gobernadores—. Y además, que este estado de cosas no ha sido obstáculo 

para que en el mismo sistema jurídico mexicano se considere que un ciudadano 

mexicano tiene capacidad plena para formar parte activa del ejército y tome las armas 

desde los 18 años de edad4 y tampoco ha sido impedimento para que se considera que 

las y los jóvenes mexicanos pueden consumir tabaco y alcohol desde los 18 años de 

edad5. Habríamos de hacer énfasis en la hipocresía que parece implícita en un sistema 

que coarta la posibilidad de hacer a las y los jóvenes agentes del cambio excusándose 

en una supuesta inmadurez derivada de la edad, pero que no deja de utilizar a la juventud 

en la medida que le sea económicamente redituable, o que desde los 18 años le 

considera con la capacidad y responsabilidad de tomar la vida de otro ser humano en un 

enfrentamiento armado.  

                                                 
4 Cfr. Artículo 5º de la Ley del Servicio Militar, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
septiembre de 1940. 
5 Cfr. Artículo 220 de la Ley General de Salud, publicada en el Diario Oficial de la Federación el  6 de 
mayo de 220; y Artículo 17 para la Ley General para el Control del Tabaco, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación.    
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La juventud es, por antonomasia, reflejo de fortaleza, de lucha y rebeldía contra las 

causas injustas. Como dijera Salvador Allende, “la juventud es transparente y clara en 

su voluntad de lucha y de coraje”. 

 

Es así, que considerando todo lo anterior tanto por mandato constitucional como por 

obligaciones derivadas de tratados internacionales, las autoridades de todos los niveles 

de gobierno y los tres poderes de la unión incluido el poder legislativo, debemos 

promover, garantizar y proteger el derecho a la igualdad en el ejercicio de los derechos 

políticos como lo es la posibilidad de ser electo y ejercer cargos en el servicio público 

como ciudadano mexicano, sin requisitos adicionales e injustificados de edad.   

  

La restricción vigente respecto al acceso hasta los 21 y 25 años respectivamente, a la 

posición de Diputado, Secretario de Despacho o Gobernador, no se encuentra justificada 

por elementos objetivos y razonables; en cambio, sí está sujeta a una valoración 

subjetiva que coincide con elementos jurisprudenciales que indican la presencia de 

discriminación por edad, a los jóvenes de 18 a 25 años se les está negando el acceso a 

estos cargos sin considerar de antemano sus capacidades y aptitudes, sino sólo su edad 

y está apoyada la restricción en estereotipos o estigmas asociados a los jóvenes como 

inexperiencia, poca destreza o falta de pericia. 

 

Estas valoraciones contradictorias respecto a la edad que se presentan en nuestro 

sistema jurídico mexicano, no hacen más que evidenciar que en los hechos, la restricción 

para acceder a estos cargos de elección popular en nuestro Carta Magna no está basada 

en criterios objetivos y razonables, pues frente a diversas leyes que forman parte de 

nuestro sistema jurídico las y los ciudadanos mexicanos pueden estar autorizados a 

privar de la vida a una persona en combate a los 18 años de edad, sin embargo, esa 

misma persona es considerada -conforme a los parámetros vigentes constitucionales- 

como una persona que no tiene la capacidad para desempeñar un cargo de elección 

popular que representaría y daría voz a la juventud mexicana en el poder legislativo y 

ejecutivo.  
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De acuerdo con la información obtenida por el Instituto Nacional Electoral al 4 de 

noviembre de 2022, con 96 millones 299 mil 639 personas inscritas en el Padrón 

Electoral, 1 millón 664 mil 488 contaban con 18 años de edad y 2 millones 266 mil 119 

con 19 años, 11 millones 300 mil aproximadamente de 20 y 24 años de edad y 11 

millones 201 mil 914 de 25 a 29 años de edad6; es decir 26 millones 282 mil 570 

personas, esa cantidad de ciudadanas y ciudadanos jóvenes mexicanos en esos rangos 

de edad los que están accediendo al ejercicio de su voto directo, sin la posibilidad de 

votar por un representante popular joven o acceder a cargos del servicio público de alto 

nivel como lo es el de la Secretaría de Estado, de su edad, que represente sus intereses 

e inquietudes en los poderes legislativo y ejecutivo. Esta situación es contradictoria y sin 

duda impacta el nivel de participación de los jóvenes en las elecciones y en la actividad 

pública, ¿cómo puede la sociedad mexicana pretender involucrar a las y los jóvenes en 

la defensa y ejercicio de sus derechos políticos para fortalecer nuestra democracia, si no 

podemos abrirles la posibilidad de verse reflejados con un representante que alce la voz 

propia de su generación?  

 

La experiencia comparada local e internacional  

 

En nuestro país a nivel de local, existe el antecedente en 10 constituciones estatales7 en 

las que se señala únicamente como requisito para ocupar el cargo de Diputado Local el 

que se trate de un ciudadano originario del estado, en pleno goce de sus derechos sin 

hacer mención a una edad en específico, pero implicando los 18 años que se requieren 

para ser ciudadano en cada estado; y por otro lado, existen 6 constituciones estatales8 

                                                 
6 Cfr. https://centralelectoral.ine.mx/2019/08/12/este-panorama-de-las-los-jovenes-inscritos-padron-
electoral/ 
7 Cfr. Artículos 26 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; 45 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato; 36 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Puebla; 8º de la Constitución del Estado Libre y Soberano de Querétaro;  

46 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luís Potosí; 25 de la Constitución 
Política del Estado de Sinaloa;33 de la Constitución Política del Estado de Sonora; 29 de la Constitución 
Política del Estado de Tamaulipas; 35 de la Constituc ión Política del Estado Libre y Soberano de 

Tlaxcala, y 22 de la Constitución de Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave.   
8 Cfr. Artículos 17 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; 44 de la 
Constitución del Estado Libre y Soberano de Baja California Norte; 29 de la Constitución Política de la 

Ciudad de México; 31 de la Constitución de Política del Estado de Hidalgo; 28 de la Constitución del 
Estado Libre y Soberano de Nayarit; y 55 de la Constitución del Estado Libre y Soberano de Quintana 
Roo.  
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en las que se prevé expresamente que el requisitos de edad para ocupar el cargo de 

diputado local sea de 18 años de edad, de forma que corresponde con la edad en la que 

adquieren plenamente sus derechos como ciudadanos de conformidad con las 

constituciones de cada entidad.  

 

Estos porcentajes permiten afirmar que en el 50 por ciento de los textos constitucionales 

locales no se establece como requisito que la o el ciudadano mexicano deba tener 21 

años cumplidos para ejercer el cargo de diputado local en los congresos locales.    

 

En cuanto a los antecedentes en las constituciones locales y la legislación secundaria, 

respecto a la edad requerida para el cargo de Gobernador y Secretario de estado, del 

análisis comparativo respectivo se desprende lo siguiente: 

 

No. Estado Gobernador(a) 

(Fundamento y requisito de edad) 

Titular de Secretaría de Estado 

(Fundamento y requisito de 

edad) 

1 Aguascalientes Artículo 37°, fracción III de la 
Constitución política del Estado de 

Aguascalientes. 
 
Tener cuando menos treinta años 

cumplidos al día de la elección. 

Artículo 48°, fracción III de la 
Constitución Política del Estado de 

Aguascalientes. 
 
Ser mayor de 30 años. 

2 Baja California Artículo 41° fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Baja California. 

 
Tener treinta años cumplidos el día de 
la elección. 

Artículo 51° de la Constitución 
Política del Estado libre y Soberano 
de Baja California. 

 
Se requieren los mismos requisitos  
que para ser gobernador. 

3 Baja California 

Sur 

Artículo 69° fracción II de la 

Constitución Política del Estado de 
Baja California Sur. 
 

Tener 30 años cumplidos al día de la 
elección. 

Artículo 82°, fracción II de la 

Constitución Política del Estado de 
Baja california sur. 
 

Tener 25 años de edad como 
mínimo. 

4 Campeche Artículo 61° fracción III, de la 
Constitución Política del Estado de 

Campeche.  
 
Tener 30 años cumplidos al día de la 

elección. 

Artículo 14, de la Ley Orgánica de 
Administración Pública del Estado 

de Campeche. 
 
Para ser titular de los Organismos 

Centralizados o representante de 
las Entidades Paraestatales se 



10 
 

requiere ser mexicano o mexicana y 
estar en ejercicio de sus derechos 
civiles y políticos. 

5 Chiapas Artículo 51 y 52, fracción III, de la 

Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Chiapas. 
 

Tener 30 años cumplidos al día de la 
elección. 

Artículo 60, fracción I de la 

Constitución Política del Estado 
Libre y soberano de Chiapas 
 

Ser mayor de veinticinco años de 
edad 

6 Chihuahua Artículo 84°, fracción II, de la 
Constitución del Estado Libre y 

Soberano de Chihuahua. 
 
 

Tener, cuando menos, treinta años 
cumplidos al día de la elección. 

Artículo 95° fracción IV de la 
Constitución del Estado Libre y 

Soberano de Chihuahua. 
 
Para ser Secretario General de 

Gobierno, Secretario o 
Coordinador, se requiere:  
  

IV. Ser mayor de 25 años. 

7 Coahuila Artículo 76°, fracción II de la 
Constitución Política del estado de 
Coahuila de Zaragoza. 

 
Haber cumplido 30 años de edad el 
día de la elección.  

Artículo 87° fracción II de la 
Constitución Política del estado de 
Coahuila de Zaragoza. 

 
Haber cumplido 25 años de edad 
para el día de la designación.  

8 Colima Artículo 51°, fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Colima. 
 

 
Tener por lo menos treinta años 
cumplidos al día de la elección.  

Artículo 62° Para ser Secretaria o 

Secretario de la Administración 
Pública del Estado se exigen los 
mismos requisitos que señala el 

artículo 26 de esta Constitución. 
 
Artículo 26 Para ser diputado se 

requiere:  
 I. Ser ciudadano mexicano, en 
pleno goce de sus derechos. 

9 Ciudad de 

México 

Artículo 32°, Fracción II, apartado C 

de la Constitución Política de la 
Ciudad de México. 
 

Para acceder a la Jefatura de 
Gobierno se requiere 
 

Tener 30 años cumplidos al día de la 
elección. 

No se mencionan requisitos de edad 

a nivel constitucional o en la Ley 
Orgánica de la Administración 
Pública del Distrito Federal. 

10 Durango Artículo 91°, fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Durango. 
 
Tener treinta años cumplidos al día de 

la elección.  

Art 100° de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de 

Durango. 
 
(No menciona un rango de edad.) 
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11 Estado de 
México 

Artículo 68°, fracción III de la 
Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de México. 

 
Tener treinta años cumplidos al día de 
la elección. 

Artículo 79° de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano 
de México. 

 
Mismos requisitos que para ser 
Gobernador.  

 

12 Guanajuato Artículo 68°, fracción III de la 
Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Guanajuato. 

 
Tener por lo menos treinta y cinco 
años cumplidos al día de la elección. 

No se mencionan requisitos de edad 
a nivel constitucional o en la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo para el 

Estado de Guanajuato. 

13 Guerrero Artículo 75°, fracción III de la 

Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Guerrero. 
 

Tener treinta años de edad cumplidos 
al día de la elección. 

No se mencionan requisitos de edad 

a nivel constitucional o en la Ley 
Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Guerrero.  

14 Hidalgo Artículo 63°, fracción III de la 
Constitución Política del Estado de 

Hidalgo. 
 
Tener treinta años de edad cumplidos 

el día de la elección. 

Artículo 20 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública para el 

Estado de Hidalgo fracción I refiere 
el requisito de ser ciudadano 
mexicano en pleno goce y 

ejercicio de sus derechos.  

15 Jalisco Artículo 37°, fracción II de la 
Constitución Política del Estado de 
Jalisco. 

 
Tener treinta años de edad cumplidos 
el día de la elección. 

Artículo 9 fracción II de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo del 
estado de Jalisco establece 25 

años de edad. 

16 Michoacán Artículo 49, fracción II de la 

Constitución Política del Estado de 
Michoacán de Ocampo.  
 

Haber cumplido 30 años el día de la 
elección 

Artículo 63, fracción II de la 

Constitución Política del Estado de 
Michoacán de Ocampo.  
 

Haber cumplido 25 años de edad 
el día de su designación 

17 Morelos Artículo 58, fracción IV de la 
Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos que reforma la 
del año de 1888 
 

Tener 30 años de edad cumplidos al 
día de la elección   

Artículo 75, fracción II de la 
Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Morelos que 
reforma la del año de 1888 
 

Ser mayor de 25 años.  

18 Nayarit Artículo 62, fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Nayarit.  
 
Tener 30 años cumplidos el día de la 

elección 

Artículo 74 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano 

de Nayarit.  
  
Ser mayor de 25 años. 
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19 Nuevo León Artículo 118, fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Nuevo León  

 
Tener cuando menos 30 años 
cumplidos al día de la elección  

No se mencionan requisitos de edad 
a nivel constitucional o en la Ley 
Orgánica de la Administración 

Pública del Estado de Nuevo León. 

20 Oaxaca Artículo 68, fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Oaxaca 
 

Tener 30 años cumplidos el dio de la 
elección  

Artículo 21 de la Ley Orgánica del 

Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca 
 

Tener por lo menos 25 años de 
edad en la fecha de su 
designación 

21 Puebla Artículo 34, fracción III de la 

Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Puebla 
 

Tener cuando menos 30 años 
cumplidos el día de la elección  

Artículo 84 de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano 
de Puebla 
 

Para ser secretario del despacho 
tener 30 años cumplidos  

22 Querétaro Artículo 50, fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Querétaro Arteaga  
 
Tener 30 años cumplidos el día de la 

elección  

Artículo 11, fracción II de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo del 

Estado de Querétaro. 
 
Ser mayor de 21 años  

23 Quintana Roo Artículo 80, fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Quintana Roo 

 
Tener 30 años cumplidos al día de la 
elección 

Artículo 20, fracción I de la Ley 
Orgánica de la Administración 
Pública del estado de Quintana 

Roo.  
 
Mayor de 21 años 

24 San Luis Potosí 

 

Artículo 73, fracción I de la 

Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de San Luis Potosí   
Ser mexicano por nacimiento y 

ciudadano potosino en pleno goce 
de sus derechos. 

No se mencionan requisitos de edad 

a nivel constitucional o en la Ley 
Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de San Luis 

Potosí. 
 

25 Sinaloa Artículo 56, fracción II de la 
Constitución Política del Estado de 
Sinaloa  

 
Tener 30 años cumplidos el día de la 
elección 

Artículo 67 de la Constitución 
Política del Estado de Sinaloa  
 

Tener 30 años cumplidos  

26 Sonora 

 

Artículo 70, fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Sonora  
 

Ser ciudadano del Estado en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos 

Artículo 81-A, de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano 
de Sonora 
 

Mismos requisitos para ser 
gobernador  
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27 Tabasco Artículo 44, fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Tabasco  

 
Tener 30 años o más al día de la 
elección  

Artículo 5 fracción II de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Tabasco  

 
Tener 25 años de edad como 
mínimo a la fecha de su 

designación  

28 Tamaulipas Artículo 78, fracción IV de la 
Constitución Política del Estado de 
Tamaulipas  

 
Ser mayor de 30 años de edad el día 
de la elección  

Artículo 93, fracción IV de la 
Constitución Política del Estado de 
Tamaulipas 

 
Para ser secretario de despacho del 
poder ejecutivo se requiere tener 30 

años cumplidos  
 

29 Tlaxcala Artículo 60, fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Tlaxcala  
 

Tener 30 años cumplidos, cuando 
menos, al día de la elección.  

Artículo 67, fracción II de la 
Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Tlaxcala 
 

Tener 30 años cumplidos, cuando 
menos, al día de la designación  

30 Veracruz Artículo 43, fracción III de la 

Constitución Política del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave  
 

Tener por lo menos 30 años 

cumplidos al día de la elección 

Articulo 7 Ley Orgánica del Poder 

Ejecutivo del Estado de Veracruz 
de Ignacio de la Llave. 
 

(No contempla requisito de edad) 

31 Yucatán Artículo 46, fracción IV de la 
Constitución Política del Estado de 
Yucatán  

 
Tener 30 años cumplidos el día de la 
elección  

Artículo 58 de la Constitución 
Política del Estado de Yucatán  
 

Para ser titular de las 
dependencias del Poder 
Ejecutivo se requiere ser 

ciudadano mexicano en ejercicio 
de sus derechos. 
 

32 Zacatecas Artículo 75, fracción IV de la 
Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Zacatecas  

 
Tener 30 años cumplidos el día de la 
elección  

Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Zacatecas 
Artículo 18 fracción II. 

 
Tener, cuando menos, 25 años 
cumplidos al día de su 

designación  

 

Es así, que los datos comparados nos permiten afirmar que al menos 10 constituciones 

locales contemplan expresamente que desde los 25 años de edad una ciudadana o 

ciudadano mexicano puede ocupar el cargo de Secretario de Estado en los Gobiernos 
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de Baja California Sur, Chiapas, Chihuahua, Coahuila; Michoacán, Morelos, Nayarit, 

Oaxaca, Tabasco y Zacatecas; y al menos en 5 ellas, no se señalan requisitos 

específicos de edad. Por su parte, en lo que hace a la posibilidad de acceder al cargo de 

Gobernador, en las constituciones locales de San Luis Potosí, Campeche y Sonora se 

indica que, para ocupar el cargo de Gobernador, se deberá ser ciudadano mexicano, sin 

señalar requisito de edad específicos.  

 

De tal forma que es evidente que el requisito de los 21 años de edad para ocupar el 

cargo de diputado federal o el de 25 para ocupar el puesto de Secretario de Estado o 

Gobernador, ha estado sujeto a otras consideraciones. Sin embargo, la posibilidad de 

reformar estos requisitos indicando los 18 años de edad, para Diputado Federal o los 25 

años de edad en sustitución para los últimos cargos, no es incompatible con el sistema 

jurídico mexicano y mucho menos con parámetros derivados de instrumentos 

internacionales o experiencias comparadas con otros países. 

 

En esta línea de argumentación, para diversos países y localidades ha resultado de suma 

importancia incluir a los jóvenes dentro de la participación política y la vida pública y han 

tomado acciones concretas para su inclusión pues se ha hecho conciencia del impacto 

que genera el excluirlos de estos espacios siendo un sector tan grande de la población 

que se ve envuelto en diferentes problemáticas y, que con su participación directa como 

representantes populares, ha puesto en la agenda problemáticas con la empatía que da 

conocerlos de primera mano, cuando se viven directamente.  

 

Tal es el caso de la Diputada Local Ofelia Fernández integrante del Congreso de Buenos 

Aires, Argentina y quien, en diciembre 2019, tomó posesión de su curul para convertirse 

en la legisladora más joven del continente, surgiendo como una de las voces más 

significativas en la región nacida del movimiento de la “revolución de las hijas”. Ella surge 

de este movimiento articulado en torno al feminismo y la lucha por la legalización del 

aborto. Tras el impulso popular, Ofelia tuvo oportunidad de representarse a ella misma 

como joven líder de ese movimiento. La Constitución de Buenos Aires facilitó esta 

oportunidad pues en su artículo 70° considera la simple mayoría de edad para ser elegida 

o elegido para el cargo de diputado. Este es un ejemplo similar a aquellos con los que 
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contamos en las 16 constituciones locales de nuestro país que cuentan con una 

regulación equivalente. 

 

Ofelia Fernández es hoy un ejemplo de una figura política reconocida por su contribución 

activa a la vida política nacional de Argentina y su trabajo ha trascendido las fronteras 

dando muestra de que las y los jóvenes con las condiciones normativas adecuadas 

pueden representarse dignamente a ellos mismos.9  

 

Ahora bien, en cuanto a la posibilidad de que las y los jóvenes de menos de 21 años 

accedan a cargos del poder legislativo a nivel federal en un ejercicio comparado, 

destacan los casos de Bolivia y Ecuador, pues en la Asamblea Plurinacional de Bolivia, 

en el 2014 se llevó a cabo una reforma para establecer que, en lugar de 30 años, se 

contemplaran los 18 años de edad como requisito de edad para que tanto Diputados 

como como Senadores jóvenes puedan incorporarse a la vida electoral de ese país. Por 

su parte, Ecuador es el otro de país vecino de América Latina que prevé los 18 años de 

edad como requisito para ser Asambleísta de la Asamblea Legislativa del Ecuador10. 

 

Finalmente, por lo que hace a la participación de jóvenes en el poder ejecutivo la 

experiencia comparada con otros países nos ofrece los ejemplos de Yamila Osorio 

Delgado de Perú, quien a sus 28 años se desempeñó como Gobernadora Regional de 

Arequipa (2015-2018); Sebastian Kurz de Australia, quien a los 24 años de edad ocupó 

el cargo de Secretario de Estado para la Integración del Ministerio del Interior (2011) y 

posteriormente a los 27 años, el de Ministro de Asuntos Exteriores (2013-2017); y 

Charles Michel de Bélgica, quien a los 25 años ocupó el cargo de Ministro de Asuntos 

Interiores y de la Función Pública (2000-2004) en aquel país.  

 

 

 

                                                 
9 Cfr. https://www.dw.com/es/ofelia-fern%C3%A1ndez-la-legisladora-m%C3%A1s-joven-de -
am%C3%A9rica-latina/a-55497266 
10Cfr. https://www.celag.org/representacion-mujere-jovenes-parlamentos -region/ 
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Conclusiones  

 

Por todo lo anterior, con la presente iniciativa buscamos eliminar esta segregación 

discriminatoria que se hace en los hechos a la población más joven de nuestro país 

manteniéndolos fuera de la política, sin representación directa. En cambio, con su 

inclusión para facilitar el acceso para desempeñarse como diputadas y diputados, titulares 

de Secretarías de Estado y Gobernadoras y Gobernadores de sus estados, buscamos 

impulsar su ingreso a la actividad política y electoral mexicana fortaleciendo la democracia 

nacional.  

 

Es indiscutible que parte de un proceso democrático de inclusión a la juventud de un país 

debe verse reflejada en la composición del poder legislativo y ejecutivo eso lo tenemos 

muy claro en esta Cuarta Transformación. Es por ello, que en diferentes espacios hemos 

señalado que hacemos política porque nos duelen las cosas, porque tenemos un 

privilegio, y buscamos que ese privilegio abra camino para que se vuelva un derecho. 

 

Con este instrumento la intención en precisamente fijar postura, reduciendo el requisito de 

edad para acceder a la Diputación Federal de 21 a 18 años de edad; y a las Secretarías 

de Estado y las Gubernaturas de los estados, de 30 a 25 años de edad pues estamos por 

los intereses de los grupos minoritarios como las juventudes, y no es que sean minoritarios 

por ser menos, sino porque no están hoy aún en los espacios de representación o porque 

no están en los espacios de toma de decisiones y real incidencia. Es indispensable 

considerar la voz y las inquietudes de las y los jóvenes incluyendo su perspectiva, para 

transformar su vida teniendo a las juventudes dentro de las discusiones. 

 

Llegó el momento de dejar de lado la constante minimización de las y los jóvenes 

aludiendo a su pretendida falta de conocimiento que históricamente ha conllevado a que 

enfrenten falta de espacios, pues a pesar de todos estos prejuicios que incluso se han 

traducido en mantener restricciones discriminatorias injustificadas basadas únicamente en 

nuestra edad, los jóvenes nos hemos ido imponiendo y ganando espacios, porque las 

juventudes tenemos también experiencia y conocimientos y hemos encontrado la fortaleza 

para ir construyendo los mensajes de nuestra generación. 
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Es por lo anteriormente expuesto, que se somete a consideración de esta LXV Legislatura 

de la Honorable Cámara de Diputados, la siguiente: 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 55 FRACCIÓN II, 91 y 116 

FRACCIÓN I DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 
 

ÚNICO. - Se reforman y adicionan la fracción II del artículo 55, el artículo 

91 y la fracción I del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 
 
Artículo 55. Para ser diputado se requiere:  

 
I.- Ser ciudadano mexicano, por nacimiento, en el ejercicio de sus 

derechos.  
 
II.- Tener 18 años cumplidos el día de la elección. 

 
III.- Ser originario de la entidad federativa en que se haga la elección o 

vecino de esta con residencia efectiva de más de seis meses anteriores a 
la fecha de ella.  
 

Para poder figurar en las listas de las circunscripciones electorales 
plurinominales como candidato a diputado, se requiere ser originario de 

alguna de las entidades federativas que comprenda la circunscripción en la 
que se realice la elección, o vecino de ella con residencia efectiva de más 
de seis meses anteriores a la fecha en que la misma se celebre. La 

vecindad no se pierde por ausencia en el desempeño de cargos públicos 
de elección popular.  

 
IV.- No estar en servicio activo en el Ejército Federal ni tener mando en la 
policía o gendarmería rural en el Distrito donde se haga la elección, cuando  

menos noventa días antes de ella.  
 

V.- No ser titular de alguno de los organismos a los que esta Constitución 
otorga autonomía, ni ser Secretario o Subsecretario de Estado, ni titular de 
alguno de los organismos descentralizados o desconcentrados de la 

administración pública federal, a menos que se separe definitivamente de 
sus funciones 90 días antes del día de la elección.  

 
No ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ni Magistrado, 
ni Secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ni 

Consejero Presidente o consejero electoral en los consejos General, 
locales o distritales del Instituto Nacional Electoral, ni Secretario Ejecutivo, 
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Director Ejecutivo o personal profesional directivo Unidad General de 
Asuntos Jurídicos 2 del propio Instituto, salvo que se hubiere separado de 
su encargo, de manera definitiva, tres años antes del día de la elección.  

Los Gobernadores de los Estados y el Jefe de Gobierno de la Ciudad de 
México no podrán ser electos en las entidades de sus respectivas 

jurisdicciones durante el periodo de su encargo, aun cuando se separen 
definitivamente de sus puestos.  
 

Los Secretarios del Gobierno de las entidades federativas, los Magistrados 
y Jueces Federales y locales, así como los Presidentes Municipales y 

Alcaldes en el caso de la Ciudad de México, no podrán ser electos en las 
entidades de sus respectivas jurisdicciones, si no se separan 
definitivamente de sus cargos noventa días antes del día de la elección;  
 

VI. No ser Ministro de algún culto religioso, y 
 

VII. No estar comprendido en alguna de las incapacidades que señala el 
artículo 59. 

 
Artículo 91. Para ser Secretario de Estado se requiere: ser ciudadano 

mexicano por nacimiento, estar en ejercicio de sus derechos y tener 
veinticinco años cumplidos. 

 

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, 
en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos 

poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en 
un solo individuo. Los poderes de los Estados se organizarán conforme a 
la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 

 
I. Los gobernadores de los Estados no podrán durar en su encargo más de 

seis años y su mandato podrá ser revocado.  
 
Las Constituciones de los Estados establecerán las normas relativas a los 

procesos de revocación de mandato del gobernador de la entidad. 
 

La elección de los gobernadores de los Estados y de las Legislaturas 
Locales será directa y en los términos que dispongan las leyes electorales 
respectivas. Los gobernadores de los Estados, cuyo origen sea la elección 

popular, ordinaria o extraordinaria, en ningún caso y por ningún motivo 
podrán volver a ocupar ese cargo, ni aun con el carácter de interinos, 

provisionales, sustitutos o encargados del despacho.  
 
Nunca podrán ser electos para el período inmediato:  
 

a) El gobernador sustituto constitucional, o el designado para concluir el 

período en caso de falta absoluta del constitucional, aun cuando tenga 
distinta denominación;  
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b) El gobernador interino, el provisional o el ciudadano que, bajo cualquier 
denominación, supla las faltas temporales del gobernador, siempre que 
desempeñe el cargo los dos últimos años del periodo.  
 

Sólo podrá ser gobernador constitucional de un Estado un ciudadano 

mexicano por nacimiento y nativo de él, o con residencia efectiva no menor 
de cinco años inmediatamente anteriores al día de los comicios, y tener 25 

años cumplidos el día de la elección, o menos, si así lo establece la 

Constitución Política de la Entidad Federativa. 
 

TRANSITORIOS 

ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a 1º de febrero de 2023. 
   
   

 

  
 

 
 
 

ANDREA CHÁVEZ TREVIÑO 
DIPUTADA FEDERAL  
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 MTRA. BENNELLY JOCABETH HERNANDEZ RUEDAS  
 DIPUTADA FEDERAL 

 

INICIATIVA QUE SE ADICIONA LOS PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO A LA 

FRACCIÓN I, DEL ARTÍCULO 16 DE LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN 

DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, EN MATERIA DE CAPACITACIÓN, 

EN TRATO DIGNO, DISPONIBILIDAD Y MANEJO DE AYUDAS TÉCNICAS Y 

COMUNICACIÓN, EN ESPACIOS DE TRÁMITES ADMINISTRATIVOS EN 

DEPENDENCIAS DE LOS TRES NIVELES DE GOBIERNO, A CARGO DE LA 

DIPUTADA BENNELLY JOCABETH HERNÁNDEZ RUEDAS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MORENA 

La suscrita Diputada Federal Bennelly Jocabeth Hernández Ruedas, integrante 

de la LXV Legislatura del Congreso de la Unión del Grupo Parlamentario de Morena, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71 fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el numeral 1 fracción I del 

artículo 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la 

consideración del pleno de esta asamblea la presente Iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se adicionan los párrafos segundo y tercero a la fracción I, del 

artículo 16 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 

en materia de capacitación en trato digno, disponibilidad y manejo de ayudas 

técnicas y comunicación, en espacios de trámites administrativos en dependencias 

de los tres niveles de gobierno, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de motivos 

“Cuando aseguramos los derechos de 

las personas con discapacidad, nos 

acercamos más al cumplimiento de la 

promesa esencial de la Agenda 2030: no 

dejar a nadie atrás. Aunque todavía nos 

queda mucho por hacer, hemos visto 

progresos importantes en la 

construcción de un mundo inclusivo para 

todos.” António Guterres 

(Secretario General de las Naciones 

Unidas, 2019). 

El acceso a todos los derechos humanos para todas las personas en México, está 

garantizado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de igual 

forma la prohibición de cualquier tipo de acto discriminatorio por motivos de edad, 
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sexo, posición socio económica, preferencias políticas y entre otras cosas, por 

alguna discapacidad. 

En el transcurso de la últimas décadas, el sector poblacional que padece alguna 

discapacidad ha estado presente en el debate y la agenda pública respecto de la 

protección de todos sus derechos, motivo por el cual, en México se han llevado a 

cabo acciones de gobierno y en particular del Estado en su conjunto, que han 

consolidado un marco legal en favor de las personas con discapacidad que busca 

estar a la altura de las circunstancias y en armonía con los tratados internacionales 

de los que nuestro país forma parte, como la “Convención sobre los derechos de 

las personas con discapacidad” (Convención) y su “protocolo facultativo”. 

Por ello, México firmó la Convención y ratificó su Protocolo Facultativo el 30 de 

marzo de 2007, convirtiéndose así en parte de los Estados comprometidos a 

proteger y promover los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad, 

con miras a una sociedad mundial inclusiva.1 

No obstante lo anterior, en nuestro país a pesar de contar con la Ley general para 

la inclusión de las personas con discapacidad, se sabe de múltiples casos en los 

que no se han materializado las disposiciones que dictan dicha norma secundaria y 

el texto constitucional e internacional al respecto, pues el acceso a ciertos derechos 

de las personas con discapacidad no se han hecho realidad como es el caso del 

derecho a la accesibilidad con ayudas técnicas, pues se estima que es la falta de 

algunos aspectos que no se cumplen, lo que hace que pareciera letra muerta lo 

establecido en dichas normas. 

Esos aspectos a los que se considera se les debe poner atención y énfasis, son la 

capacitación del personal y acondicionamiento de espacios especiales para 

atender de forma adecuada a las personas con discapacidad que se presentan 

a realizar trámites en las oficinas de las dependencia de los tres niveles de 

gobierno, pues en algunas ocasiones se les niega o en el mejor de los casos se les 

dilata el servicio por no saber cómo tratar cada evento en que se necesitaría 

personal preparado o capacitado para atender de forma adecuada a este sector 

poblacional y en otras ocasiones esta circunstancia se combina con la falta del 

equipo técnico y tecnológico (ayudas técnicas) que se necesitaría para un trato 

digno. 

 

                                                           
1 https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-05/Discapacidad-Protocolo-
Facultativo%5B1%5D.pdf 
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Ejemplo de la problemática a resolver: 

Y es que a pesar de que la Ley general para la inclusión de las personas con 

discapacidad establece como conceptos inherentes a los derechos de este sector 

poblacional, la Accesibilidad, la Comunicación, que incluyen entre otras cosas, 

dispositivos tecnológicos, medios de comunicación adecuados y también lo que se 

conoce como Ayudas técnicas que ayuden a compensar una o más limitaciones 

funcionales, motrices, sensoriales o intelectuales de las personas con discapacidad; 

han ocurrido casos como el de Daniel Robles Haro, quien, en el pasado mes de 

junio de 2022, acudió una oficina regional del Servicio de Administración Tributaria 

(SAT) de la SHCP a solicitar el trámite de su firma electrónica con motivo de su 

necesidad de emitir facturas por su participación como columnista en una revista. 

Y después de hacer fila y llegar al módulo de atención, la persona que le atendió 

para dicho trámite fue amable, pero se encontró con el hecho de que el (la) servidor 

(a) público (a), tuvo que consultar a su coordinador quien a su vez consultó sus 

normas y procedimientos y le hizo el siguiente comentario: 

“el SAT no puede saber a simple vista si Daniel es una persona...” Capaz de 

asumir una responsabilidad como contribuyente. 2 

Situación que a todas luces revela una falta de capacitación y actualización en las 

normas y procedimientos y la capacitación adecuada de cómo tratar estos casos, 

por lo que se advierte la urgente necesidad de varias acciones de gobierno entre 

las que se encuentran: las reformas y adiciones necesarias al marco jurídico 

correspondiente, a los manuales de procedimientos y reglamentos que obliguen a 

procesos de capacitación en la materia en todas las oficinas del gobierno que 

tengan atención al público en general en sus tres niveles así como contar con las 

“ayudas técnicas y de comunicación” y espacios especializados para la atención de 

personas con discapacidad. Esto con el fin de evitar que por desconocimiento (más 

no de forma voluntaria), se sigan materializando actos de discriminación, maltrato o 

simplemente falta de capacidad de respuesta en eventos que al final, representen 

una falta de cumplimiento o violación de todos los preceptos y legislación en la 

materia, mencionados en la presente iniciativa. 

Siguiendo con el mismo caso... Daniel Robles con toda razón menciona que:  

“Mi certificado de #discapacidad dice que mi lesión es motora. Y que me comunico 

con tableros. Y que requiero, por supuesto, un cuidador.2 

                                                           
2 https://twitter.com/DanielRoblesMEX/status/1541915240484507650?s=20&t=4IJaBAgHKs4QTmjGGLgI6w 
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Entonces, tengo 2 opciones: 1.- Presentar un dictamen médico de CAPACIDAD 

(moral o mental supongo). 2.- Que mi mamá consiga un dictamen de INCAPACIDAD 

y ella firme por mí como tutora. Yo sé que es un hecho que siempre requeriré ayuda 

física. Pero me gustaría ser reconocido...2 

Legalmente como una persona capaz de tomar decisiones (sic) y adquirir 

responsabilidades. Y ahora no sé qué hacer.2 

 

A continuación, se presenta el caso que el mismo Daniel Robles Haro dio a 

conocer en su cuenta de Twitter: 2 
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6 
 

 MTRA. BENNELLY JOCABETH HERNANDEZ RUEDAS  
 DIPUTADA FEDERAL 

 

Y como el propio Daniel menciona, (y se puede apreciar en la siguiente imagen de 

“screen shot” de la cuenta de Twitter), él acudió a realizar el trámite de su e-firma al 

SAT, debido a que colabora en una revista como columnista y debe tramitar todo lo 

necesario para facturar su trabajo y poder cobrar, lo que reviste de una importancia 

mayor pues no deben existir obstáculos para el acceso de todos sus derechos y 

mucho menos que estos representen barreras para su desarrollo personal ni 

profesional, pues es una oportunidad de su primer empleo que con esta situación 

se vé afectado. 

 

El anterior ejemplo, es ilustrativo de la problemática que se pretende solucionar con 

la propuesta de reformas y adiciones que se presentan en esta iniciativa y también 

es muy probable que casos como éste repitan innumerable cantidad de veces a lo 

largo y ancho de muestro país en cualquier tipo de trámite que las personas con 

discapacidad tengan la intención de llevar a cabo. 

Situación y estadísticas de la población con discapacidad en México: 

Hoy en día no es raro saber de la existencia de familias en las que más de uno de 

sus integrantes padecen una o varias discapacidades permanentes ya sean 

congénitas o adquiridas, situación que también se complica cuando esas familias 

se encuentran en condición de pobreza. 

Por su parte el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), en su 

comunicado de prensa número 713/21, presenta las estadísticas a propósito del día 

internacional de las personas con discapacidad (nacionales) con algunos 

indicadores de las personas con discapacidad y/o algún problema o condición 

mental. 

En dicho documento se menciona a propósito de la celebración del día internacional 

de las personas con discapacidad declarado en el año 1992 por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas mediante la resolución 47/3, que con el objetivo de 

promover los derechos y el bienestar de las personas con discapacidad en ámbitos 

de la sociedad y el desarrollo, así como para concientizar sobre su situación en la 

vida política, social, económica y cultural lo siguiente: 

Entre otras cosas, el documento define a la persona con discapacidad de acuerdo 

con la metodología denominada “grupo Washington” como aquella que tiene mucha 
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dificultad o no puede realizar alguna de las siguientes actividades de la vida 

cotidiana: caminar, subir o bajar; ver, aun usando lentes; oír, aun usando aparato 

auditivo; bañarse, vestirse o comer; recordar o concentrarse y hablar o comunicarse; 

además incluye a las personas que tienen algún problema o condición mental.3 

De lo anterior se destaca que “De acuerdo con los datos del Censo de población y 

vivienda 2020, para el 15 de marzo de 2020 en México residían 126 014 024 

personas; la prevalencia de discapacidad junto con las personas que tienen algún 

problema o condición mental a nivel nacional es de 5.69% (7 168 178). De éstas, 5 

577 595 (78%) tienen únicamente discapacidad; 723 770 (10%) tienen algún 

problema o condición mental; 602 295 (8%) además de algún problema o condición 

mental tienen discapacidad y 264 518 (4%) reportan tener algún problema o 

condición mental y una limitación”.3 

 

Asimismo, muestra la “Estructura de la población por condición de discapacidad y/o 

problema o condición mental”, dentro de la que señala que: 

 

En 2020, de las personas sin discapacidad 30.8 millones (26%) son niñas y niños 

(0 a 14 años), 30.3 millones (26%) son personas jóvenes (15 a 29 años), 45.4 

millones (38%) personas adultas y 11.9 millones (10%) son adultas mayores (60 

años y más de edad).3 

En las personas con discapacidad y/o algún problema o condición mental, la 

distribución se invierte: 899 mil (13%) son niñas y niños, 869 mil (12%) personas 

jóvenes, 2.2 millones (31%) personas adultas y 3.2 millones (45%) personas adultas 

mayores. Esto demuestra la relación entre el incremento de la edad y el riesgo de 

tener mucha dificultad o no poder hacer alguna de las actividades consideradas 

básicas en el desarrollo de la vida cotidiana y/o tener algún problema o condición 

mental.3 

Se destaca que “Entre las personas con discapacidad y/o algún problema o 

condición mental hay más mujeres (3 734 665) 52%, que hombres (3 433 513) 48 

por ciento”.3 

 

                                                           
3 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2021/EAP_PersDiscap21.pdf 
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Por su parte el Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas 

con Discapacidad (CONADIS) en su página Blog oficial 4, ya advertía datos 

reveladores de la problemática desde el 2015, información en la que se mencionaba 

que: 

Según el diagnóstico del Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad 2014-2018, en México de cada 100 adultos mayores 

31 reportan discapacidad, seis de cada 100 adultos también, al igual que dos de 

cada 100 jóvenes y niños. 

 

El diagnóstico refiere que en el mundo casi mil millones viven con algún tipo de 

discapacidad, es decir cerca de 15 por ciento de la población global. Asimismo, casi 

200 millones experimentan dificultades considerables en su funcionamiento y se 

prevé que la cantidad de personas con discapacidad aumente en los próximos años, 

debido a que la población está envejeciendo y el riesgo de discapacidad es superior 

entre las personas adultas mayores y también al aumento mundial de enfermedades 

crónicas que pueden derivar en discapacidad, tales como diabetes, cáncer, 

trastornos de salud mental y enfermedades cardiovasculares.4 

 

 

                                                           
4 https://www.gob.mx/conadis/articulos/en-mexico-con-discapacidad-31-de-cada-100-adultos-mayores-

segun-datos-oficiales 
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Del total de personas con discapacidad y/o algún problema o condición mental (7 

168 178), 2.9 millones reporta que caminar, subir o bajar, así como ver, aun usando 

lentes con casi 2.7 millones de personas son las actividades con mayor dificultad 

para su realización y hablar o comunicarse es la actividad menos reportada 945 mil. 

Las personas que declaran algún problema o condición mental representan casi 1.6 

millones.3 

Cabe mencionar que, el gobierno federal ha instrumentado políticas públicas con el 

fin de atacar la problemática y allegar a las personas con discapacidad permanente, 

los recursos que ayuden a disminuir las desventajas que su condición les presenta 

en diferentes ámbitos de su vida cotidiana. Dichas políticas públicas son por medio 

de programas sociales, pero consideramos que dentro de las políticas públicas 
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deben existir además de los subsidios, aquellas en las que se reflejen acciones 

estructurales (adecuaciones de infraestructura) y no estructurales (mejoras 

administrativas, reformas, capacitación). 

 

 

 

Legislación en materia de inclusión de las personas con discapacidad: 

Como ya mencionamos en párrafos anteriores, en México se cuenta con la “Ley 

general para la inclusión de las personas con discapacidad”, misma que describe 

en su artículo 2 elementos inherentes a los derechos de las personas con 

discapacidad: 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
 
I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegurar el acceso de las 

personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al 
entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos 
los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a 
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otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto 
en zonas urbanas como rurales; 

II. ... 
III. ... 

 
IV.  Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y materiales que permiten 

habilitar, rehabilitar o compensar una o más limitaciones funcionales, 
motrices, sensoriales o intelectuales de las personas con discapacidad; 

 
V.  Comunicación. Se entenderá el lenguaje escrito, oral y la lengua de 

señas mexicana, la visualización de textos, sistema Braille, la 
comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia escritos o 
auditivos de fácil acceso, el lenguaje sencillo, los medios de voz 
digitalizada y otros modos, medios, sistemas y formatos aumentativos o 
alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la información y las 
comunicaciones de fácil acceso; 

 

Respecto de las facultades de las autoridades a nivel federal para la implementación 

de políticas públicas en favor de las personas con discapacidad, en el artículo 6, 

fracción I de la misma Ley, entre otras cosas dicta lo siguiente: 

Artículo 6. Son facultades del Titular del Poder Ejecutivo Federal en materia de 
esta Ley, las siguientes: 

 
I.  Establecer las políticas públicas para las personas con discapacidad, a fin 

de cumplir con las obligaciones derivadas de los tratados internacionales de 
derechos humanos ratificados por el estado Mexicano, adoptando medidas 
legislativas, administrativas y de otra índole, para hacer efectivos los 
derechos de las personas con discapacidad; 

 
Asimismo, de la misma norma en el Capítulo IV denominado “Accesibilidad y 

vivienda”, se establecen los derechos de las personas con discapacidad en esta 

materia. 

Y respecto a las acciones para asegurar la accesibilidad y la infraestructura básica 

en los artículos 16 y 17 de la Ley general para la inclusión de las personas con 

discapacidad se dispone lo siguiente: 

Artículo 16. Las personas con discapacidad tienen derecho a la accesibilidad 
universal y a la vivienda, por lo que se deberán emitir normas, lineamientos y 
reglamentos que garanticen la accesibilidad obligatoria en instalaciones públicas o 
privadas, que les permita el libre desplazamiento en condiciones dignas y seguras. 
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Las dependencias y entidades competentes de la Administración Pública 

Federal, Estatal y Municipal, vigilarán el cumplimiento de las disposiciones que en 
materia de accesibilidad, desarrollo urbano y vivienda se establecen en la 
normatividad vigente. 

... 
 
Artículo 17. Para asegurar la accesibilidad en la infraestructura básica, 

equipamiento o entorno urbano y los espacios públicos, se contemplarán entre 
otros, los siguientes lineamientos: 

 
I.  Que sea de carácter universal, obligatoria y adaptada para todas las 

personas; 
 
II.  Que incluya el uso de señalización, facilidades arquitectónicas, tecnologías, 

información, sistema braille, lengua de señas mexicana, ayudas técnicas, 
perros guía o animal de servicio y otros apoyos, y 

 
III.  Que la adecuación de las instalaciones públicas sea progresiva. 
 

Sin embargo no se precisa de forma concreta, la obligación por parte del gobierno 

y sus áreas administrativas, alguna disposición para que se cuente con personal 

capacitado en la atención de personas con discapacidad y la especialización en el 

manejo u operación de “ayudas técnicas” y medios de comunicación en caso de que 

en alguna sede o dependencia se llegue a necesitar esas prestaciones 

administrativas, medios y los conocimientos necesarios para atender de forma digna 

a personas con discapacidad que tengan la voluntad de ejercer todos sus derechos 

garantizados por las normas nacionales e internacionales en la materia. 

Por lo que en esta iniciativa se propone atender la imperiosa necesidad de que 

existan en las dependencias de gobierno, profesionales en la atención de personas 

con discapacidad que tengan la capacitación necesaria para saber cómo tratar las 

discapacidades en cuanto a los trámites que la propia dependencia u oficina realiza 

y que dicho personal esté certificado o que cuente con los conocimiento del uso de 

“Ayudas técnicas” y de “comunicación” para personas con discapacidad como lo 

son equipo audio visual, tableros, sistema braille, lenguaje de señas mexicano, 

entre otros medios y tecnologías asociadas en la materia. 

Para lo cual será necesario, que se planeen e implementen programas de 

capacitación al personal designado perteneciente a las áreas de las dependencias 

de gobierno en sus tres niveles, que tengan bajo su responsabilidad la a tención a 

la ciudadanía y al público en general en áreas de trámites y/o recaudación en las 
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que se solicite la asistencia presencial del titular de algún derecho o interesado en 

trámites personales como lo pueden ser: la recaudación en las oficinas regionales 

del Sistema de Administración Tributaria (SAT) en cada entidad federativa, 

tesorerías municipales o estatales para el cobro del impuesto predial, permisos de 

construcción, permisos o licencias de uso de suelo, vivienda, pasaportes, trámites 

de identificación oficial, oficinas de registro civil, oficinas de programas 

gubernamentales como la secretaría del Bienestar, del Instituto Nacional de las 

Personas Adultas Mayores (INAPAM) o entre otros, el Instituto Nacional Electoral 

(INE). 

 

Por su parte la “Convención sobre los derechos de las personas con 

discapacidad”, entre otras cosas establece lo siguiente: 

Artículo 9  

Accesibilidad  

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma 

independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los 

Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de 

las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, 

al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos 

los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a 

otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en 

zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y 

eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras 

cosas, a:  

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 

exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y 

lugares de trabajo;  

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los 

servicios electrónicos y de emergencia. 

 

Es muy importante destacar, que una de las características más importantes del 

documento y el compromiso adquirido por medio de la “Convención” sobre los 

derechos de las personas con discapacidad, es que “la adopción de este 

documento, que tiene el carácter de instrumento jurídico vinculante, obliga a los 
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Estados que lo ratificaron a adoptar y desarrollar políticas de no discriminación y 

medidas de acción en favor de los derechos de las personas con discapacidad 

específicamente, así como a adaptar sus ordenamientos jurídicos para que puedan 

hacer valer sus derechos, reconociendo su igualdad ante la ley y la eliminación de 

cualquier tipo de práctica discriminatoria”.5 

El objetivo principal de este instrumento jurídico internacional es cambiar el 

paradigma del trato asistencialista a las personas con discapacidad, permitiendo 

que puedan desarrollarse en igualdad de condiciones, tanto exigiendo sus derechos 

como cumpliendo sus obligaciones como parte de la sociedad. 5 

Por lo que se propone la adición de los párrafos segundo y tercero a la fracción I, 

del artículo 16 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, en materia de capacitación en trato digno, disponibilidad y manejo de 

ayudas técnicas y comunicación, en espacios de trámites administrativos en 

dependencias de los tres niveles de gobierno. 

Por lo que a continuación se presenta el cuadro comparativo correspondiente, con 

fines de claridad para el proceso de revisión a que haya lugar: 

 

Texto vigente en la Ley General para 

la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad 

Texto propuesto en el proyecto de 

decreto 

Artículo 16. Las personas con 
discapacidad tienen derecho a la 
accesibilidad universal y a la vivienda, 
por lo que se deberán emitir normas, 
lineamientos y reglamentos que 
garanticen la accesibilidad obligatoria 
en instalaciones públicas o privadas, 
que les permita el libre desplazamiento 
en condiciones dignas y seguras. 

 
Las dependencias y entidades 

competentes de la Administración 
Pública Federal, Estatal y Municipal, 
vigilarán el cumplimiento de las 
disposiciones que en materia de 

Artículo 16. Las personas con 
discapacidad tienen derecho a la 
accesibilidad universal y a la vivienda, 
por lo que se deberán emitir normas, 
lineamientos y reglamentos que 
garanticen la accesibilidad obligatoria 
en instalaciones públicas o privadas, 
que les permita el libre desplazamiento 
en condiciones dignas y seguras. 

 
... 
 
 
 
 

                                                           
5 https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-05/Discapacidad-Protocolo-
Facultativo%5B1%5D.pdf 
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accesibilidad, desarrollo urbano y 
vivienda se establecen en la 
normatividad vigente. 

 
Los edificios públicos deberán 

sujetarse a la legislación, regulaciones 
y Normas Oficiales Mexicanas 
vigentes, para el aseguramiento de la 
accesibilidad a los mismos. 

 
Para tales efectos, el Consejo 

realizará las siguientes acciones: 
 
I.  Coordinará con las 

dependencias y entidades de los tres 
órdenes de gobierno, la elaboración de 
programas en materia de accesibilidad, 
desarrollo urbano y vivienda, la 
promoción de reformas legales, 
elaboración de reglamentos o normas y 
la certificación en materia de 
accesibilidad a instalaciones públicas o 
privadas; 

 
(Sin correlativo) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
(Sin correlativo) 
 
 

 
 
 
 
... 
 
 
 
 
 
... 
 

 
I.  ... 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Para el efecto, se deberán 

establecer programas de 
capacitación a los servidores 
públicos que se designen en cada 
dependencia que tengan a su cargo 
áreas de atención a la ciudadanía 
para trámites administrativos y/o de 
recaudación con el fin de que tengan 
los conocimientos necesarios que 
permitan un trato digno y expedito, 
así como el equipamiento en materia 
de ayudas técnicas, tecnologías de 
información, comunicación y 
accesibilidad adecuadas. 

 
La capacitación deberá incluir por 

lo menos el conocimiento de la 
presente Ley, el conocimiento y 
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II a III… 
 

dominio de procedimientos 
actualizados referentes al o a los 
trámites de que se trate en cada 
dependencia, trato digno y derechos 
humanos de las personas con 
discapacidad, manejo adecuado de 
la tecnología y ayudas técnicas que 
permitan la interacción con las 
personas con discapacidad. 

 
II a III… 

 

Por lo anteriormente motivado y fundado, someto a la consideración de esta 

soberanía, el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se adicionan los párrafos segundo y tercero a la fracción I, 

del artículo 16 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, en materia de capacitación en trato digno, disponibilidad y 

manejo de ayudas técnicas y comunicación, en espacios de trámites 

administrativos en dependencias de los tres niveles de gobierno. 

 

Artículo Único. - Se adicionan los párrafos segundo y tercero a la fracción I, del 

artículo 16 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad,  

para quedar como sigue: 

Artículo 16. Las personas con discapacidad tienen derecho a la accesibilidad 

universal y a la vivienda, por lo que se deberán emitir normas, lineamientos y 

reglamentos que garanticen la accesibilidad obligatoria en instalaciones públicas o 

privadas, que les permita el libre desplazamiento en condiciones dignas y seguras. 

... 

... 

Para tales efectos, el Consejo realizará las siguientes acciones: 

I.  Coordinará con las dependencias y entidades de los tres órdenes de 

gobierno, la elaboración de programas en materia de accesibilidad, desarrollo 

urbano y vivienda, la promoción de reformas legales, elaboración de reglamentos o 
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normas y la certificación en materia de accesibilidad a instalaciones públicas o 

privadas; 

Para el efecto, se deberán establecer programas de capacitación a los 

servidores públicos que se designen en cada dependencia que tengan a su 

cargo áreas de atención a la ciudadanía para trámites administrativos y/o de 

recaudación con el fin de que tengan los conocimientos necesarios que 

permitan un trato digno y expedito, así como el equipamiento en materia de 

ayudas técnicas, tecnologías de información, comunicación y accesibilidad 

adecuadas. 

La capacitación deberá incluir por lo menos el conocimiento de la presente 

Ley, el conocimiento y dominio de procedimientos actualizados referentes al 

o a los trámites de que se trate en cada dependencia, trato digno y derechos 

humanos de las personas con discapacidad, manejo adecuado de la 

tecnología y ayudas técnicas que permitan la interacción con las personas 

con discapacidad. 

II.  ... 

III.  ... 

 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. En un plazo que no exceda de 180 días naturales, las dependencias u 

oficinas gubernamentales del ejecutivo federal, estatal y municipal que tenga a su 

cargo áreas en las que la ciudadanía realice trámites en los que sea necesaria la 

asistencia presencial de las personas titulares de derechos, propiedades o que se 

requiera el apersonamiento para algún asunto por parte del titular del mismo, 

deberán adicionar o actualizar sus lineamientos, reglamentos y manuales de 

procedimientos en lo referente a la atención adecuada y especializada que tenga 

como fin, un trato digno y expedito a las personas con discapacidad. 

Tercero. En cumplimiento de la fracción III del artículo 6 de esta Ley, se dispondrá 

de lo necesario tanto para capital humano como para la capacitación en materia de 

trato digno y actualización en atención básica de personas con discapacidad en las 

diferentes ventanillas de atención a la ciudadanía para los trámites administrativos 

y/o de recaudación que así lo ameriten. 
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